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La reciente audiencia de conciliación convocada por el juez
federal Martín Cormick (con la participación de rectores del

https://locomociontv.org/?p=40342
https://locomociontv.org/?p=40342


Consejo  Interuniversitario  Nacional  (CIN),  gremios  y
representantes  de  la  Subsecretaría  de  Políticas
Universitarias)  ha  desnudado  una  anomalía  peligrosa  para
nuestra democracia: el Ejecutivo nacional ha decidido que su
propia agenda está por encima del Imperio de la Ley.

El  encuentro,  impulsado  tras  los  recovecos  judiciales  que
siguieron al veto presidencial al Decreto 759/25, confirmó que
el Gobierno no tiene ninguna intención de cumplir por motu
proprio la Ley de Financiamiento Universitario (27.795), a
pesar de que la norma fue ratificada por el Congreso de la
Nación  y  de  que  la  Corte  Suprema  dejó  firme  una  medida
cautelar que exige aplicar de manera inmediata los artículos
referidos  a  la  actualización  salarial  docente  y  la
recomposición de programas estudiantiles como el Progresar.

El Rule of Law es, por definición, la supremacía del derecho
sobre  la  voluntad  de  los  hombres.  Como  bien  sostenía  el
pensamiento constitucionalista clásico, el “Imperio de la Ley”
significa  que  el  gobierno  está  sujeto  a  normas
preestablecidas, no que el gobierno utiliza la norma como un
obstáculo  a  remover  según  su  capricho  administrativo.  Al
ignorar una ley ratificada por el Congreso (tras el debido
proceso de insistencia) y desoír los mandatos judiciales, el
Poder Ejecutivo no está aplicando una política económica, está
ejerciendo arbitrariedad.

La postura jacobina aquí no es un llamado al caos, sino una
exigencia de igualdad ante la ley. Si el ciudadano de a pie
debe cumplir con el ordenamiento jurídico, con mayor razón
debe  hacerlo  el  primer  mandatario,  pues  él  es  el  primer
depositario de la legalidad constitucional. Cuando un gobierno
decide qué leyes “le gustan” y cuáles debe “desobedecer”, el
contrato social se rompe.

La libertad que proclama este gobierno carece de sustento si
no se sostiene sobre el pilar del Derecho. Sin el Imperio de
la Ley, no hay propiedad, no hay contratos, no hay República:



solo  queda  el  despotismo  del  decreto.  Desafiar  el
financiamiento universitario (que es, en última instancia, el
financiamiento  del  futuro  del  país)  pisoteando  los  fallos
judiciales y la voluntad legislativa no es liberalismo. Es,
lisa y llanamente, una regresión a formas de poder absoluto
que nuestra Constitución vino a enterrar.

La soberanía no está en la Casa Rosada; reside en la ley y en
la voz del pueblo expresada en sus instituciones. Quienes
desprecian la norma, no están salvando a la patria del gasto;
están desmantelando las bases del orden democrático que nos
permite convivir.


